
  



El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
Sentencia  – 2ª instancia – 7 de marzo de 2018

Proceso:
Acción de Tutela – Hecho superado
Radicación Nro. :

66001-31-18-001-2018-00002-01
Accionante: 

CARMEN LIGIA QUIMBAYA VALENCIA
Accionado:
 COLPENSIONES
Magistrado Ponente: 
 JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Temas: 
DERECHO DE PETICIÓN / LEGITIMACIÓN POR PASIVA / HECHO SUPERADO/ A pesar de ello, en el estado actual de cosas, como se desprende del documento arrimado al plenario, expedido por la Subdirección de Determinaciones VII de Colpensiones (f. 5 a 7 c. 2), pasando por las constancias de folios 8 vuelto y 9 de este cuaderno, varía la situación, porque ya se tiene certeza de que se emitió el acto administrativo que resuelve concretamente el pedimento de la demandante, que ya le fue dado a conocer (f. 4, c. 2), según manifestó, y agregó que se incluyó en el último pago mensual el incremento pensional deprecado.  (f. 9, c. 2) De manera que no son necesarias adicionales consideraciones para señalar que aunque la orden ha debido impartirse a un funcionario distinto, que es el que a la postre dictó la resolución que reconoció el derecho que se reclama, debe declararse superado el hecho que originó la acción.
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Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por la parte accionante contra la sentencia del 30 de enero último, proferida por el Juzgado Primero Primero Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira, en esta acción de tutela que Carmen Ligia Quimbaya Valencia inició frente a la Administradora Colombiana de Pensiones – COLPENSIONES.

 


ANTECEDENTES
  



Por medio de apoderado judicial, acudió a este medio Carmen Ligia Quimbaya Valencia, en procura de la protección de su derecho fundamental de petición, como quiera que desde el 2 de noviembre de 2016 solicitó a la entidad accionada que le dé cumplimiento al fallo proferido el 3 de diciembre de 2014 por el Juzgado Segundo Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Bogotá D.C., en el que se ordenó el reconocimiento y pago del incremento del 14% de su mesada pensional, sin una respuesta de fondo, ya que las contestaciones sucesivas, se limitan a exigir documentos que ya se aportaron. 




Pidió, por tanto, el amparo solicitado y, como consecuencia de ello, que se ordenara a la entidad contestarle de fondo.

 



El Juzgado de primer grado admitió el libelo y ordenó correr traslado por el término de tres días a la Presidencia, Vicepresidencia de Operaciones, Gerencia de Determinación de Derechos, Dirección de Prestaciones Económicas, Dirección de Acciones Constitucionales y a la Gerencia de Defensa Judicial de la entidad administradora de pensiones

 



Hubo pronunciamiento de parte de la Gerencia de Defensa Judicial, en el que se adujo la improcedencia de la acción por hecho superado, toda vez que, mediante oficio del 24 de enero del presente año, el que anexó a su contestación, se dio respuesta de fondo a la petición radicada por la accionante el 2 de noviembre de 2016.
  



Sobrevino la sentencia que concedió el amparo frente al derecho de petición y le ordenó a la parte demandada, por medio de los funcionarios vinculados al asunto, que procedieran en el término de 5 días a dar respuesta clara, precisa y congruente a las solicitudes elevadas por la actora en relación con el cumplimiento de la sentencia en la que se ordenó la reliquidación de su mesada pensional. 
 



Para así decidir, trajo a colación apartes jurisprudenciales y legales sobre el derecho reclamado y señaló que la entidad accionada si bien ha dado contestaciones a las peticiones de la accionante, ninguna de ellas acredita el cumplimiento del fallo ya ejecutoriado, proferido por el Juzgado Segundo de Pequeñas Causas laborales de Bogotá D.C.




Impugnó la accionada para exponer que mediante el mismo oficio que presentó en la contestación se había resuelto de fondo lo solicitado. 
 



En esta sede se arrimó copia del acto administrativo SUB 34504 del 6 de febrero de 2018, por medio del cual se reconoció el incremento pensional deprecado y ordenado mediante providencia del 3 de diciembre de 2014 por el Juzgado Segundo Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Bogotá; así mismo, se dejó constancia de lo manifestado por la accionante en relación con su enteramiento sobre aquel. 




CONSIDERACIONES

 



Acude ante el juez constitucional Carmen Ligia Quimbaya Valencia, con el propósito de que se le proteja su derecho fundamental de petición, vulnerado, dijo, por la Administradora Colombiana de Pensiones Colpensiones, que no le ha dado respuesta a la solicitud relacionada con una reliquidación pensional ordenada por el Juzgado Segundo Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Bogotá DC, y que fuera radicada desde el 2 de noviembre de 2016.
  



Para comenzar, señala la Sala que la legitimación en la causa por activa es clara, en la medida en que la promotora es quien radicó la petición. Por pasiva, sin embargo, en la normativa que rodea las funciones de quienes conforman la estructura interna de COLPENSIONES, la carga que se impuso en la sentencia recae, en forma exclusiva, en la Subdirección de Determinación VII adscrita a la Dirección de Prestaciones Económicas, ello se verifica, con la expedición de la Resolución SUB 34504 del 6 de febrero de 2018 (f.5, c.2); en ese orden de ideas, la citada dependencia, es la llamada a responder por el derecho reclamado, no así la Presidencia de la entidad, la Vicepresidencia de Operaciones, la Gerencia de Determinación de Derechos ni la Dirección de Acciones Constitucionales. Si se lee el Acuerdo 108 del 01 de marzo de 2017 expedido por la Junta Directiva de Colpensiones, en especial, lo que indica el numeral 4.3.3.1.9 en su artículo 4º, acorde con lo requerido en la demanda, se tiene que corresponde a la citada: 
(…)

4.3.3.1.9. Atender y dar respuesta oportuna y de fondo, a los derechos de petición y a las acciones de tutela que le sean asignados y dar cumplimiento a las sentencias judiciales.

Entendida así la cuestión, bien pudiera considerarse que la actuación de primera instancia viene afectada de nulidad, porque no se citó al asunto a esa dependencia. 

Sin embargo, una decisión de ese calibre solo debe adoptarse cuando en realidad sea menester remediar un agravio, lo que no ocurre en este caso concreto en el que, como se verá, la entidad accionada ha superado el hecho que le dio origen a la acción, pues procedió a brindar la respuesta que de ella se esperaba, con lo cual, ningún sentido práctico tendría anular el trámite. 

En efecto, es un hecho indiscutido que la demandante radicó en la entidad demandada, el 2 de marzo del año 2016, una solicitud tendiente a que se diera cumplimiento a una sentencia que reconoció el pago del incremento de su mesada pensional (fls.  7 a 8, c. 1), como también que en varias ocasiones se le exigió la presentación de documentos que ya se habían aportado, muestra clara de que la entidad accionada omitió decidir congruentemente lo solicitado, pues las respuestas fueron evasivas y dilatorias, echando al olvido que respecto del derecho de petición se ha sostenido que
:
…su núcleo esencial reside en una resolución pronta y oportuna de la cuestión que se pide, una  respuesta de fondo y su notificación, lo anterior no necesariamente implica una respuesta afirmativa a la solicitud. Así pues, se entiende que este derecho está protegido y garantizado cuando se obtiene una contestación oportuna, de fondo, clara, precisa, congruente y la misma es puesta en conocimiento del peticionario. El incumplimiento de cualquiera de estas características envuelve su vulneración por parte de la autoridad o del particular. 

  



De manera que el Juzgado acertó al considerar vulnerado ese derecho, aunque lo concluyera frente a quien no estaba llamado a contestar. 

  



A pesar de ello, en el estado actual de cosas, como se desprende del documento arrimado al plenario, expedido por la Subdirección de Determinaciones VII de Colpensiones (f. 5 a 7 c. 2), pasando por las constancias de folios 8 vuelto y 9 de este cuaderno, varía la situación, porque ya se tiene certeza de que se emitió el acto administrativo que resuelve concretamente el pedimento de la demandante, que ya le fue dado a conocer (f. 4, c. 2), según manifestó, y agregó que se incluyó en el último pago mensual el incremento pensional deprecado.  (f. 9, c. 2)
  



De manera que no son necesarias adicionales consideraciones para señalar que aunque la orden ha debido impartirse a un funcionario distinto, que es el que a la postre dictó la resolución que reconoció el derecho que se reclama, debe declararse superado el hecho que originó la acción. 
 



DECISIÓN  

  



Por lo expuesto, la Sala 6 de Asuntos Penales para Adolescentes del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, SE DECLARA SUPERADO el hecho que le dio origen a esta acción de tutela que Carmen Ligia Quimbaya Valencia inició frente a la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES. 
  



Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992. 
    



Oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
A su regreso, archívese.  
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ                DUBERNEY GRISALES HERRERA   
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